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gunos años del cómputo”, co-
mo afirmó hace diez días. 

La carrera de los 
Presupuestos 
Entre las grandes prioridades 
del nuevo curso figura, en le-
tras mayúsculas, la aproba-
ción de los Presupuestos Ge-
nerales del Estado para 2023. 
La renovación de las cuentas 
públicas es uno de los grandes 
desafíos del Ejecutivo de Sán-
chez, ya que su aprobación, o 
su rechazo, en el Congreso 
pueden suponer un punto de 
inflexión en lo que resta de le-
gislatura. Aunque parece po-
co probable que Sánchez con-
vocase elecciones en caso de 
que no lograra sacar adelante 
las cuentas (previsiblemente 
prorrogaría las actuales), ese 
hipotético naufragio agrava-
ría la fragilidad de su Ejecuti-
vo y traería consigo nuevas 
dosis de inestabilidad. PSOE 
y Unidas Podemos ya mantu-
vieron a primeros de agosto 
un primer encuentro para in-
tercambiar “impresiones” so-
bre las cuentas públicas, que 
un año más tendrán que con-
feccionarse bajo el sello de la 
crisis. El timing del proceso 
pasa por aprobar el proyecto 
de ley en Consejo de Minis-
tros durante septiembre para, 
antes de concluir el mes, pre-
sentarlo en el Congreso. A 
partir de ahí y dando por he-
cho que PSOE y Podemos se-
rán capaces de lograr un 
acuerdo previo, lo que no será 
nada fácil (la formación mo-
rada exige derogar la Ley 
Mordaza y aprobar la Ley de 
Vivienda antes de sentarse a 
negociar), comenzará otra 
etapa igual de difícil: iniciar 
una procesión negociadora 
con sus aliados minoritarios 
para aunar los votos suficien-
tes; esto es, un pulso de exi-
gencias y renuncias que ter-
minarán ganando, como mu-
chas otras veces, nacionalis-
tas e independentistas. De he-
cho, para ERC, la negociación 
de las cuentas para 2023 pro-
bablemente sea la última gran 
oportunidad de arrancar ce-
siones al Gobierno de Pedro 
Sánchez. 

Ley Concursal   
con retraso 
El Congreso dio por fin luz 
verde el pasado jueves a la re-
forma de la Ley Concursal, 

con la que el Gobierno pre-
tende evitar una avalancha de 
concursos de acreedores y de 
liquidaciones empresariales. 
El problema es que su entra-
da en vigor se ha demorado 
más allá de la fecha prevista 
en un principio: antes de fina-
les de junio, coincidiendo con 
el final de la última de las pró-
rrogas de la moratoria con-
cursal. Este interregno sin 
nueva norma ni moratoria ya 
ha tenido consecuencias. Los 
concursos de acreedores se 
dispararon un 21,7% en julio 
respecto al mismo mes del 
año pasado, según datos de 
Axesor, en un contexto en el 
que los indicadores comen-
zaban ya a anticipar un em-
peoramiento económico. La 
entrada en vigor de la nueva 
ley (prevista a los 20 días de 
su publicación en el BOE) 
aún puede demorarse varias 
semanas, hasta bien entrado 
septiembre, mientras que el 
reglamento que regula los 
procedimientos especiales 
para las micropymes aún lo 
hará más tarde (previsible-
mente a comienzos de 2023), 
lo que impedirá que miles de 
empresas puedan beneficiar-
se de las nuevas ventajas pre-
concursales.  

Reforma fiscal 
En el tintero quedan de mo-
mento reformas cruciales co-
mo la del sistema tributario o 
de la financiación autonómi-
ca. La guerra en Ucrania, que 
ha agudizado la crisis ener-
gética y de precios y que pa-
rece abocar a Europa a un 
duro invierno económico, ha 
obligado a posponer la larga-
mente anunciada reforma 
fiscal, en esencia una batería 
de subidas de impuestos para 
elevar la recaudación con el 
argumento de avanzar hacia 
la convergencia fiscal con 
Europa, soslayando que no es 
lo mismo presión fiscal (el 
peso que los ingresos públi-
cos tienen sobre el PIB) que  
esfuerzo fiscal (la presión fis-
cal ajustada por renta per cá-
pita), que en España en 2019 
ya era un 8% superior al pro-
medio de la UE, según un in-
forme del Instituto de Estu-

dios Económicos (IEE) y la 
Tax Foundation de EEUU. 
Sea como fuere, la crisis ha 
frenado la reforma tributaria, 
porque subir impuestos en 
estas circunstancias ahonda-
ría aún más en el deterioro de 
la actividad económica. Así, 
Hacienda no contempla aco-
meter en la segunda mitad 
del año su anunciada armo-
nización fiscal, en realidad 
unos grilletes tributarios 
pensados para Madrid, don-
de el impuesto de Patrimo-
nio virtualmente no existe y 
el de Sucesiones y Donacio-
nes está bonificado al 99%. 

A cambio de esa subida 
masiva y generalizada, im-
practicable en el contexto ac-
tual sin penalizar las pers-
pectivas electorales, el Go-
bierno ceñirá sus anhelos fis-
cales a sacar adelante los 
nuevos impuestos a energéti-
cas y entidades financieras, 
en un claro guiño al electora-
do más populista. Lo que no 
es óbice para que Podemos 
insista en su exigencia de un 
gravamen para las grandes 
fortunas, pelea que podría in-
tentar llevar a la negociación 
de presupuestos.   

Financiación  
autonómica 
La crisis también amenaza 
con dejar en el dique seco la 
reforma de la financiación 
autonómica, uno de los gran-
des compromisos del Go-
bierno de Sánchez. Con las 
elecciones autonómicas a la 
vuelta de la esquina y las ge-
nerales un poco más allá, es 
poco probable que el Ejecuti-
vo decida abrir el melón de 
una negociación que es un 
auténtico rompecabezas, un 
avispero de intereses contra-
puestos y donde los recelos 
de un trato preferente a Cata-
luña son constantes. La revi-
sión del sistema difícilmente 
puede prosperar en medio 
del ciclo electoral que ahora 
se abre. El PP, consciente de 
la debilidad política de Sán-
chez, ha elevado la presión 
en este ámbito y en los últi-
mos meses ha venido recla-
mando una reforma urgente 
y consensuada, que se aleje 
de la tentación de “conten-
tar” a los barones socialistas. 
Según los populares, “las cos-
turas” del actual modelo, ca-
ducado desde 2014, “han sal-
tado por los aires” y “hay que 
sentarse a trabajar con un fo-

lio en blanco y en el que se va-
yan tomando en considera-
ción parte de las reclamacio-
nes de todas las comunida-
des autónomas”, afirmó el vi-
cesecretario de Coordina-
ción Autonómica y Local del 
PP, Pedro Rollán. 

Inestabilidad   
institucional 
Un año más, la apertura del 
año judicial se celebrará, el 
próximo 7 de septiembre, sin 
acuerdo entre los dos grandes 
partidos para la renovación 
del Consejo General del Po-
der Judicial (CGPJ), cuyo 
mandato lleva casi cuatro 
años caducado. Si el pacto con 
el PP de Pablo Casado estuvo 
en algún momento cerca, con 
el de Alberto Núñez Feijóo ha 
vuelto a alejarse, sobre todo 
después de que el actual presi-
dente de los populares afir-
mara, a mediados de agosto, 
que desconocía el acuerdo se-
llado entre la anterior cúpula 
del partido y el Gobierno de 
Sánchez para reformar la ley 
del Poder Judicial y desblo-
quear así su renovación. Con 
el PSOE en declive en las en-
cuestas y el PP en ascenso, 
cualquier posibilidad de pac-
tos de Estado se difumina. En 
cualquier caso, el PSOE im-
pulsó antes del verano una re-
forma de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial, publicada en 
el BOE a finales de julio, que le 
permitirá en septiembre 
nombrar dos nuevos magis-
trados del Tribunal Constitu-
cional, lo que, a su vez, forzará 
al CGPJ a nombrar a los otros 
dos que dependen de él para 
cubrir la vacantes estableci-
das. Estas maniobras y el evi-
dente distanciamiento entre 
PP y PSOE, que no se ha redu-
cido con Feijóo, condenan a 
España a otra travesía de me-
ses por el desierto de la inesta-
bilidad.  

Todo ello en un contexto 
en el que España se prepara 
ya para asumir la presidencia 
de turno de la UE en el se-
gundo semestre de 2023, 
cuando los focos europeos 
estarán puestos en nuestro 
país. Al menos, las luchas in-
testinas en el seno del inde-
pendentismo catalán augu-
ran una Diada menos intensa 
que otros años el próximo 11 
de septiembre y un menor 
ruido separatista. 
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tiempos de guerra e inflación 
reformas pendientes, los Presupuestos para 2023 y el obligado ahorro energético marcarán un curso con fuerte tinte electoral.

nueva crisis y un futuro muy incierto.

tando en el alero. Así, el Ejecu-
tivo proyecta el aumento de 
las bases de cotización (junto 
a las pensiones máximas) pa-
ra generar más recursos y re-
ducir los desequilibrios; la 
puesta en marcha a partir del 
año que viene del nuevo me-
canismo de equidad interge-
neracional (MEI), que se re-
sume esencialmente en un al-
za adicional de 0,6 puntos de 
las cotizaciones (0,5 puntos 
con cargo a las empresas y 
0,1% a cuenta de los trabaja-
dores); el nuevo sistema de 
cotización de los autónomos, 
fruto de una prolongada y ar-
dua negociación; los nuevos 
planes de pensiones públicos, 
o la reforma del periodo de 
cálculo de las pensiones. Es 
uno de los puntos más sensi-
bles y controvertidos, ya que 
el Ejecutivo quiere ampliar el 
periodo de cómputo más allá 

de los 25 años cotizados, algo 
que rechazan Unidas Pode-
mos y los sindicatos por consi-
derar que, en la práctica, su-
pondría un recorte de la pres-
tación. Por ello, el ministro de 
Inclusión y Seguridad Social, 
José Luis Escrivá, que quiere 
arrancar las negociaciones 
con los agentes sociales a pri-
meros de septiembre, acudirá 
a la reunión con una propues-
ta que pretende nivelar el au-
mento del periodo de cómpu-
to con medidas que lo hagan 
más digerible, como “un me-
jor tratamiento de las lagunas, 
de los años que no se han coti-
zado, o (...) que se excluyan al-

Podemos exige 
derogar la Ley 
Mordaza y aprobar  
la de Vivienda para 
negociar Presupuestos

En septiembre arranca 
la negociación para  
la segunda pata  
de la reforma de  
las pensiones


